
 

República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
Expediente n.º 110013342057-2019-00041-00                            
Demandante  GINA MILENA BERNAL CAMARGO 
Demandado  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E. HOSPITAL DE TUNJUELITO E.S.E 
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Ley 1437 de 2011. Resuelve recurso de reposición. Niega 
por fundarse en hechos contrarios a la realidad. 

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 

apoderado judicial de la parte demandante, mediante escrito remitido por 

correo electrónico el 10 de agosto de 2020, constante de dos (2) folios útiles, 

contra el auto proferido el 6 de agosto último, por el cual se dispuso el cierre 

del debate probatorio y se corrió traslado a las partes para alegar de 

conclusión. 

 

EL AUTO OBJETO DEL RECURSO 
 

Como se consignó de manera clara en la providencia recurrida y ante la 

evidente actividad probatoria surtida dentro del proceso con el recaudo de la 

totalidad de los testimonios solicitada por las partes, este Despacho estimó 

propicio brindar efectiva materialización a los principios de eficacia1, 

economía2 y celeridad3 que irradian el trámite de los procedimientos ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, dando a conocer a la parte actora 

en la citada providencia y sin necesidad de convocar a audiencia pública, el 

material documental remitido por la entidad accionada en respuesta al auto de 

pruebas,  permitiendo el avance de la actuación hasta la etapa de alegaciones. 

 
1 Numeral 11 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que 

los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, 
evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación 
administrativa” 
2 Numeral 12 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de economía, las autoridades 
deberán proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más 
alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas” 
3 Numeral 13 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán 
oficiosamente los procedimientos, e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a 
efectos de que los procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones 
injustificadas”. 
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En efecto, y en razón a que la única prueba pendiente de recaudo consistía 

en los documentos que fueron solicitados mediante el oficio No. 369 del 13 de 

marzo de 2020, los cuales allegó la entidad accionada  a través del OJU-E-

1164-20 del 11 de mayo de 2020, junto con seiscientos cuarenta y cuatro (644) 

folios anexos, mediante el auto impugnado se ordenó su traslado a la parte 

actora para dar la oportunidad de pronunciarse sobre su contenido y, de estar 

acorde, disponer el cierre del debate probatorio y correr el traslado para las 

alegaciones finales con miras a proferir sentencia. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

Mediante escrito presentado dentro de la oportunidad prevista en el artículo 

318 del Código General del Proceso, por remisión expresa del artículo 242 de 

la Ley 1437 de 2011, el apoderado judicial de la parte actora presentó recurso 

de reposición contra la mencionada providencia para solicitar su revocatoria, 

afirmando que “…a la fecha no se ha realizado la audiencia de pruebas, no se 

han tomado los testimonios solicitados por el suscrito abogado en la demanda 

ni el interrogatorio de parte solicitado por la entidad demandada, tampoco se 

han arrimado al plenario la totalidad de las pruebas documentales que fueron 

solicitadas por el suscrito y decretadas por el juzgado…”, por lo que a su juicio 

se estaría vulnerando el derecho fundamental al debido proceso al omitirse la 

práctica de las pruebas solicitadas y decretadas por solicitud de las partes. 

 
 

-.Traslado del recurso:   

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, 

en consonancia con el artículo 110 del Código General del Proceso, la 

Secretaría del Juzgado surtió el traslado respectivo del recurso de reposición 

a la entidad accionada, sin que se hubiere pronunciado dentro del término 

legal.  

 
 

CONSIDERACIONES 
 

 

-. Procedencia del recurso de reposición 
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Sea lo primero indicar que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 242 

del C.P.A.C.A., el recurso de reposición es procedente (i) si no existe norma 

legal en contrario que prohíba su procedencia y (ii) la decisión no es 

susceptible de los recursos de apelación o de súplica. 
 

Bajo tal premisa, se muestra clara la procedencia del recurso de reposición 

contra el auto de 6 de agosto último, pues no se encuentra enlistado dentro de 

la taxativa relación del artículo 2434 de la Ley 1437 de 2011, ya que el mismo 

se limitó a poner en conocimiento de la parte actora la prueba documental 

decretada por su interés y remitida por la entidad accionada en respuesta al 

oficio de pruebas y, además, de hallarse conforme con el acervo, se ordenó el 

traslado para presentar la alegaciones. 
 

En cuanto a la oportunidad y trámite, se encuentran dadas las  condiciones y 

requisitos exigidos por el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, que remite a los  

artículos 318 y 3195 del Código General del Proceso, ya que el auto recurrido 

fue notificado por fijación en lista de estados el viernes 7 de agosto de 2020 

corriendo la ejecutoria hasta el miércoles 12 de agosto del año en curso y el 

recurso fue interpuesto el 10 de agosto de 2020, esto es, dentro del término 

legal. 

  

-. Análisis sustancial del recurso de reposición:  

 
 

El legislador estableció, como mecanismo para garantizar el respeto por  los 

derechos de las  partes y terceros que intervengan en el curso de un trámite 

sometido a conocimiento de la jurisdicción, la posibilidad de controvertir, 

mediante el ejercicio de los recursos correspondientes,  las  decisiones que en 

 
4 El artículo 243 del Código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo señala los autos que 
son susceptibles de apelación:  
“(….) 1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y desacato en ese mismo 
trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser interpuesto por el Ministerio 
Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente (…)” 
 
5 “ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede 
contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la 
Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. (…)  El recurso deberá 
interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. 
Cuando el auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días 
siguientes al de la notificación del auto. 
ARTÍCULO 319. TRÁMITE. El recurso de reposición se decidirá en la audiencia, previo traslado en ella a la parte 
contraria. 
Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a la parte contraria por tres (3) días como 
lo prevé el artículo 110.” 
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él se profieran, bien por error de hecho o de derecho, ya por omisión en la 

aplicación de la ley o  por indebida  interpretación de la misma, para que el  

mismo operador judicial o su superior funcional  retomen su estudio y decidan 

lo que  corresponda. 

 

Esta prerrogativa implica que el impugnante tenga la obligación de precisar 

cuál o cuáles fueron los errores en que incurrió el operador judicial al proferir 

la providencia atacada, con miras a establecer la certeza de las acusaciones. 

 

Examinado el escrito de impugnación presentado por el apoderado judicial de 

la demandante, advierte el Despacho que los argumentos allí consignados son 

contrarios a la realidad que brota de la actuación surtida dentro del proceso 

pues no es cierto que la única etapa que se ha surtido dentro del proceso sea 

la audiencia inicial prevista por el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, y, 

menos aún, que no se hubieren practicado las pruebas testimoniales 

solicitadas y decretadas por petición de las partes. 

 

En efecto, conforme a lo actuado en la diligencia que se llevó a cabo el día 

trece (13) de marzo de 2020, (antes de la declaratoria de aislamiento social 

por causa de la pandemia Covid-19)6, en cuya oportunidad intervino la 

abogada Gloria Estefanía Rincón Silva, como apoderada sustituta de la 

demandante Gina Milena Bernal Camargo, y el apoderado de la entidad 

accionada, se logró evacuar con éxito todo el ritual previsto por el artículo 180 

del C.P.A.C.A.; además, a continuación y dentro de la misma audiencia, en 

cumplimiento del artículo 181 ibídem, fueron efectivamente recaudadas las 

pruebas testimoniales pedidas por las partes, esto es, los testimonios de las 

tres (3) personas citadas por la accionante, Nayibe Mora Lozano, Sandra 

Milena Marín Cardona y Elvia Ruth Sanabria Suta que se hallaba presentes 

en el recinto judicial y el interrogatorio de parte que fue absuelto por la 

demandante Gina Milena Bernal Camargo, a instancia de la parte accionada. 

 

En la precitada audiencia de pruebas, se dejó expresa constancia que la única 

prueba pendiente por recaudar era la “documental” que había sido solicitada a 

la entidad accionada, para cuyo efecto se programaría una nueva fecha, a la 

espera de obtener la respuesta respectiva. 

 
6 Acta que reposa a folios 109 a 119 del expediente y grabación contenida en medio magnético (CD) visible a folio 
120 id. 
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Ante la situación coyuntural surgida por el aislamiento preventivo 

implementado por el Gobierno Nacional por causa de la pandemia Covid-19 y 

en aplicación de las medidas transitorias adoptadas mediante el Decreto 806 

de 2020, el Despacho consideró propicio, en lugar de convocar a una nueva 

audiencia, poner en conocimiento de la parte actora el material documental 

que remitió la entidad accionada en respuesta al auto de pruebas, por lo que 

profirió el auto de fecha 6 de agosto de 2020, dando el contenido del Oficio 

OJU-E-1164-20 del 11 de mayo de 2020, junto con seiscientos cuarenta y 

cuatro (644) folios anexos, a fin de establecer la conformidad con lo solicitado 

y poder así dar celeridad al trámite procesal, posibilitando el cierre de la etapa 

probatoria y accediendo a la etapa de alegaciones a fin de proferir decisión de 

fondo. 

 

Vistas así las cosas, y ante la falta absoluta de concordancia entre los 

argumentos que sirven de sustento al recurso de reposición y la realidad de la 

actuación surtida en el presente proceso, fuerza concluir que la finalidad de la 

impugnación no tiene vocación de triunfo, por lo que se mantendrá lo allí 

dispuesto sin modificaciones. 

 

Solo resta precisar que, por aplicación del artículo 118 del Código General del 

Proceso, se restablecerá el término concedido a la parte actora para 

manifestar su conformidad con el material documental remitido por la entidad 

accionada en respuesta al auto de pruebas y, en firme esta decisión sin que 

se ponga de manifiesto reparo alguno al respecto, comenzará a correr el 

término de traslado común para las alegaciones finales. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá - Sección Segunda, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- No reponer el auto de 6 de agosto último, por el cual se ordenó 

poner en conocimiento de la parte actora las pruebas documentales allegadas 

por la entidad accionada y el traslado para alegar de conclusión, acorde con 

las razones expuestas en la parte motiva. 
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SEGUNDO.- Restablecer los términos otorgados a las partes en el auto objeto 

del recurso, acorde con lo previsto por el inciso 3º del artículo 118 del Código 

General del Proceso. En consecuencia, la parte actora cuenta con tres (3) días, 

contados a partir de la notificación de este auto, para pronunciarse sobre la 

conformidad del material documental remitido por la entidad accionada 

mediante el oficio OJU-E-1164-20 del 11 de mayo de 2020, junto con 

seiscientos cuarenta y cuatro (644) folios anexos, en respuesta al oficio 369 

del 13 de marzo de 2020.  Vencido el término sin reparo alguno, comenzará a 

correr el término de traslado común a las partes de diez (10) días para alegar 

de conclusión.  

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
PESR 

 

15/12/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00044-00 
Accionante          :   LEONOR URREGO JIMÉNEZ 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Concede apelación – auto termina 
proceso. 

 
 

 

Viene el presente expediente al Despacho con informe de haberse recibido recurso 

de apelación interpuesto por el apoderado de la demandante contra el auto de fecha 

ocho (8) de julio de 2020, por el cual se dispuso la terminación anticipada del 

proceso por haberse declarado probada la excepción previa de “caducidad” del 

medio de control. 

 

Como quiera que la providencia objeto del recurso se encuentra enlistada dentro de 

la taxativa relación del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 y el escrito fue 

presentado a través de correo electrónico el 14 de julio último, esto es, dentro del 

término legal consagrado en el numeral segundo del artículo 244 ibídem, se 

dispondrá la remisión de la actuación al Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

para que conozca de la alzada. 

 

En mérito consecuencia, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

1.- CONCEDER, en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora contra el auto de fecha 8 de julio de 2020, por el cual se declaró 

probada la excepción previa de “caducidad” del medio de control y, 

consecuentemente, se decretó la terminación anticipada del proceso. 
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2.- REMITIR en forma inmediata el expediente a la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para el trámite correspondiente de la alzada 

concedida. 

 

La Secretaría del Juzgado realizará la remisión virtual del expediente, acorde con 

las medidas transitorias previstas con ocasión del aislamiento preventivo por causa 

de la pandemia Covid-19, de lo cual dejará las constancias de rigor. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
Expediente núm. : 11001-33-42-057-2019-00129-00                            
Demandante        : MARÍA LUISA CASTRO DE VARGAS 
Demandado         : NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO      

  

Mediante auto de 28 de julio de 2020, este Despacho declaró probada la 

excepción de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho y en consecuencia dio por terminado el proceso, decisión que 

fue notificada mediante correo electrónico el 28 de julio de 2020, de 

conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El apoderado la parte actora interpuso recurso de apelación contra la 

sentencia de primera instancia, mediante escrito radicado el 28 de julio de 

2020. 

 

De conformidad con lo previsto en los artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 

2011, el recurso de apelación interpuesto es procedente toda vez que fue 

sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales. En ese 

orden, el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 

1. CONCEDER en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra el auto de 28 de julio de 2020 que declaró 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Concede 
recurso de apelación 
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probada la excepción de caducidad y en consecuencia dio por terminado el 

proceso. 

 

2. Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el 

expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 
 

IFCG 
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Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00216-00 
Accionante          :   PABLO AUGUSTO VARGAS RÍOS 
Accionados         : 

 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA 
UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Concede apelación – auto termina 
proceso. 

 
 

 

Viene el presente expediente al Despacho con informe de haberse recibido recurso 

de apelación interpuesto por el apoderado de la demandante contra el auto de fecha 

cuatro (4) de agosto de 2020, por el cual se dispuso la terminación anticipada del 

proceso por haberse declarado probada la excepción previa de “caducidad” del 

medio de control. 

 

Como quiera que la providencia objeto del recurso se encuentra enlistada dentro de 

la taxativa relación del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 y el escrito fue 

presentado a través de correo electrónico el 11 de agosto último, esto es, dentro del 

término legal consagrado en el numeral segundo del artículo 244 ibídem, se 

dispondrá la remisión de la actuación al Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

para que conozca de la alzada. 

 

En mérito consecuencia, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

1.- CONCEDER, en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora contra el auto de fecha 4 de agosto de 2020, por el cual se declaró 

probada la excepción previa de “caducidad” del medio de control y, 

consecuentemente, se decretó la terminación anticipada del proceso. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00216-00                            
Demandante: Pablo Augusto Vargas Ríos 

Demandada: Comisión Nacional del Servicio Civil  
Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA 

Universidad de Medellín 
 
 

 

2.- REMITIR en forma inmediata el expediente a la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para el trámite correspondiente de la alzada 

concedida. 

 

La Secretaría del Juzgado realizará la remisión virtual del expediente, acorde con 

las medidas transitorias previstas con ocasión del aislamiento preventivo por causa 

de la pandemia Covid-19, de lo cual dejará las constancias de rigor. 

. 

 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00256-00 
Accionante          :   MARÍA INÉS CANAL JARAMILLO 
Accionada           :  CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA  

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Concede apelación – auto termina 
proceso. 

 
 

 

Viene el presente expediente al Despacho con informe de haberse recibido recurso 

de apelación interpuesto por la apoderada de la demandante contra el auto de fecha 

treinta y uno (31) de julio de 2020, por el cual se dispuso la terminación anticipada 

del proceso por haberse declarado probada la excepción previa de “ineptitud 

sustancial de la demanda por inexistencia de acto administrativo definitivo”,  

propuesta por la entidad accionada en el escrito de contestación. 

 

Como quiera que la providencia objeto del recurso se encuentra enlistada dentro de 

la taxativa relación del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 y el escrito fue 

presentado a través de correo electrónico el 4 de agosto último, esto es, dentro del 

término legal consagrado en el numeral segundo del artículo 244 ibídem, se 

dispondrá la remisión de la actuación al Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

para que conozca de la alzada. 

 

Se reconocerá personería para actuar dentro del presente asunto al nuevo 

apoderado judicial designado por la entidad accionada, conforme al escrito remitido 

por correo electrónico el 4 de agosto del año en curso. 

 

En mérito consecuencia, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00256-00                            
Demandante: María Inés Canal Jaramillo 

Demandada: Contraloría General de la República  
 
 

1.- CONCEDER, en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora contra el auto de fecha 31 de julio de 2020, por el cual se declaró 

probada la excepción previa de “ineptitud sustancial de la demanda por inexistencia 

de acto administrativo definitivo”, y, consecuentemente, se decretó la terminación 

anticipada del proceso. 

 

2.- REMITIR en forma inmediata el expediente a la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca para el trámite correspondiente de la alzada 

concedida. 

 

La Secretaría del Juzgado realizará la remisión virtual del expediente, acorde con 

las medidas transitorias previstas con ocasión del aislamiento preventivo por causa 

de la pandemia Covid-19, de lo cual dejará las constancias de rigor. 

 

3.- RECONOCER personería para actuar como apoderado judicial de la Contraloría 

General de la República al abogado Elver Parra Figueroa, identificado con la C.C.  

No. 79.627.071 de Bogotá y portador de la T.P. No. 157.768 del C.S.J., en los 

términos y para los efectos del poder conferido, conforme al escrito remitido por 

correo electrónico el 4 de agosto último. 

. 

 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 

15/12/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00433-00                            
Accionante          :  JORGE MARIO NOVA LÓPEZ 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Acepta desistimiento de las 
pretensiones 

 

El Despacho admitió la demanda mediante auto del 12 de diciembre de 2019, 

posteriormente, a través de escrito del 7 de diciembre de 2020 el apoderado 

de la parte actora, presentó memorial de desistimiento de las pretensiones de 

la demanda y anunció la cuadyuvancia de la entidad demandada, solicitando 

que en caso de no recibirse memorial en tal sentido no se diera trámite a la 

solicitud.  

 

De acuerdo con lo anterior previo a adoptar la decisión que corresponda, el 

Despacho correrá traslado del desistimiento de la demanda con el fin de que 

la entidad demandada manifieste si coadyuva la petición.  

 

La Secretaría del Despacho dispondrá lo pertinente. 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

IFCG 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

15/12/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00479-00                            
Accionante          :  DIANA MARCELA CÁRDENAS ROJAS 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Acepta desistimiento de las 
pretensiones 

 

El Despacho admitió la demanda mediante auto del 30 de enero de 2020, 

posteriormente, a través de escrito del 9 de diciembre de 2020 el apoderado 

de la parte actora, presentó solicitud de desistimiento de las pretensiones de 

la demanda.  

 

Así las cosas, considerando que en el presente asunto aún no se ha trabado 

la litis y que el abogado Julián Andrés Giraldo Montoya fue facultado 

expresamente por la demandante para desistir, la solicitud de desistimiento 

resulta procedente, conforme a lo previsto por los artículos 314, 315 y 316, 

numeral 4 del C.G.P. 

 

El Despacho se abstendrá de condenar en costas a la parte actora, advirtiendo 

que este auto produce efectos de cosa juzgada, respecto de las pretensiones 

contenidas en la demanda. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 
 

 

PRIMERO. Aceptar el desistimiento de las pretensiones de la demanda 

presentado por la parte actora, atendiendo las consideraciones expuestas. 

  

SEGUNDO. Abstenerse de condenar en costas a la parte demandante, en la 

presente oportunidad, de conformidad con lo previsto en el numeral 4 del 

artículo 316 del Código General del Proceso. 
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   Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00479-00 

Demandante: Diana Marcela Cárdenas Rojas        
Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 
 

 

TERCERO. Advertir que este auto produce efectos de cosa juzgada, respecto 

de las pretensiones contenidas en la demanda. 

 

CUARTO. En consecuencia, declarar la terminación anormal del proceso. 

 

QUINTO. Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, devuélvase el 

remanente de los dineros que se ordenó pagar como gastos del proceso, si lo 

hubiere, y archívese el expediente, previas las constancias de rigor. 

Dispóngase lo pertinente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

IFCG 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

15/12/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. :  11001-33-42-057-2020-00073-00                            
Accionante          :  DORA ADRIANA FERNÁNDEZ POSADA 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Acepta desistimiento de las 
pretensiones 

 

El Despacho admitió la demanda mediante auto del 27 de julio de 2020, 

posteriormente, a través de escrito del 9 de diciembre de 2020 el apoderado 

de la parte actora, presentó solicitud de desistimiento de las pretensiones de 

la demanda. 

 

Así las cosas, considerando que en la presente controversia no se ha trabado 

debidamente la litis y que el abogado Julián Andrés Giraldo Montoya fue 

facultado expresamente por la demandante para desistir, la solicitud de 

desistimiento resulta procedente, conforme a lo previsto por los artículos 314, 

315 y 316, numeral 4 del C.G.P. 

 

El Despacho se abstendrá de condenar en costas a la parte actora, advirtiendo 

que este auto produce efectos de cosa juzgada, respecto de las pretensiones 

contenidas en la demanda. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 
 

 

PRIMERO. Aceptar el desistimiento de las pretensiones de la demanda 

presentado por la parte actora, atendiendo las consideraciones expuestas. 

  

SEGUNDO. Abstenerse de condenar en costas a la parte demandante, en la 

presente oportunidad, de conformidad con lo previsto en el numeral 4 del 

artículo 316 del Código General del Proceso. 
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   Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00073-00 

Demandante: Dora Adriana Fernández Posada        
Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 
 

 

TERCERO. Advertir que este auto produce efectos de cosa juzgada, respecto 

de las pretensiones contenidas en la demanda. 

 

CUARTO. En consecuencia, declarar la terminación anormal del proceso. 

 

QUINTO. Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, devuélvase el 

remanente de los dineros que se ordenó pagar como gastos del proceso, si lo 

hubiere, y archívese el expediente, previas las constancias de rigor. 

Dispóngase lo pertinente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

IFCG 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

15/12/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.   :  11001-33-42-057-2020-00159-00                            
Demandante          :  WILMER JAIMES BONETT     
Demandado           :    

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 
NACIONAL - TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE 
REVISIÓN MILITAR Y DE POLICÍA  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Admisión  
 

 

Mediante auto del 29 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la demanda y 

concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo preceptuado en el 

artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros advertidos en la 

mencionada providencia. 

 

En consecuencia, la parte actora subsanó la demanda en el sentido de allegar 

constancia de notificación del Acta del Tribunal Médico Militar y de Policía núm. 

TML19-2-333 del 18 de julio de 2019, y acreditar el envío por medio electrónico de 

copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

De otro lado, en el presente asunto se pretende la nulidad de la Resolución 03675 

del 29 de agosto de 2019, a través de la cual se retiró del servicio activo por 

disminución de la capacidad psicofísica del señor Wilmer Jaimes Bonett, por lo 

que es necesario señalar que el Consejo de Estado, en su jurisprudencia ha 

sostenido que “tratándose de actos de retiro del servicio, el interés para obrar del 

demandante nace a partir del día siguiente en que tenga lugar la desvinculación, es 

decir, desde la ejecución del acto respectivo y no desde su notificación”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, se observa que la Resolución 03675 del 29 de 

agosto de 2019, a través de la cual se retiró del servicio activo por disminución de 

la capacidad psicofísica del señor Wilmer Jaimes Bonett, se ejecutó el 4 de 

 
1 Auto de 6 de agosto de 2008, Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B. M.P. Gerardo Arenas 

Monsalve. Referencia No. 08001-23-31-000-2007-00886-01(1389-08). Actor: Jaime Bejarano Caquimbo. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00159-00 

Demandante: Wilmer Jaimes Bonett 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía 

 
 

 

septiembre de 2019, fecha en la que efectivamente el demandante fue retirado del 

servicio como se observa en la notificación del retiro aportada con la demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho, y a partir de la cual empezó a correr el 

término de caducidad de 4 meses, que culminaría el 5 de enero de 2020. 

 

Es preciso indicar, que la conciliación prejudicial fue solicitada el 3 de enero de 2020, 

es decir dos días antes al vencimiento del término de caducidad, además según 

consta en el acta de la audiencia de conciliación ésta fue expedida el 18 de marzo 

de 2020, y la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho fue presentada el 

10 de julio de 2020. 

 

Cabe resaltar que la suspensión de términos judiciales con ocasión de la Pandemia 

Covid-19, inició el 16 de marzo de 2020, y culminó el 1 de julio de 2020, es decir 

que el demandante contaba hasta el 2 de agosto de 2020 para presentar la 

demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez, que en el artículo 1 

Decreto 564 del 15 de abril de 2020 proferido por el Ministerio de Justicia y del 

Derecho, se estableció lo siguiente: 

 “Artículo 1. Suspensión términos de prescripción y caducidad. Los términos de 

prescripción y de caducidad previstos en cualquier norma sustancial o procesal 

para ejercer derechos, acciones, medios de control o presentar demandas ante 

la Rama Judicial o ante los tribunales arbitrales, sean de días, meses o años, se 

encuentran suspendidos desde el 16 marzo 2020 hasta el día que el Consejo 

Superior de la Judicatura disponga la reanudación de los términos judiciales. 

 

El conteo de los términos de prescripción y caducidad se reanudará a partir del 

día hábil siguiente a la fecha en que cese la suspensión de términos judiciales 

ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura. No obstante, cuando al 

decretarse la suspensión de términos por dicha Corporación, el plazo que 

restaba para interrumpir la prescripción o hacer inoperante la caducidad era 

inferior a treinta (30) días, el interesado tendrá un mes contado a partir del día 

siguiente al levantamiento de la suspensión, para realizar oportunamente la 

actuación correspondiente.” (Subraya el Despacho) 
 

 

Así las cosas, como la demanda fue radicada el 10 de julio de 2020, es evidente 

que el demandante acudió ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 

dentro del término de cuatro (4) meses consagrado en el artículo 164 de la Ley 1437 

de 2011, puesto que el acto administrativo demandado data del 29 de agosto de 

2019, y notificado el 4 de septiembre de 2019. Adicionalmente la conciliación 

extrajudicial surtida ante la Procuraduría General de la Nación, se presentó en 

tiempo, como quiera que la solicitud de conciliación fue radicada el 3 de enero de 

2020, y la demanda de nulidad y restablecimiento fue presentada el 10 de julio de 

2020, es decir dentro de dicho término. 



 
3 

 
Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00159-00 

Demandante: Wilmer Jaimes Bonett 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía 

 
 

 

 

Así las cosas, examinada la demanda, sus anexos y el escrito de subsanación, por 

reunir los requisitos formales y los presupuestos procesales consagrados en los 

artículos 160 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo para la admisión de la demanda, y conforme lo ordena el artículo 171 

ibídem, el Despacho, 

 
RESUELVE: 

 
1. Con conocimiento en primera instancia, admitir la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por el señor Wilmer Jaimes Bonett 

contra la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Tribunal Médico 

Laboral de Revisión Militar y de Policía. 

  

2. En consecuencia, se ordena:  

 

a) Notifíquese por estado a la parte demandante, según el numeral 1 del artículo 

171 del CPACA. 

 

b) Notifíquese personalmente el contenido de la presente providencia al 

Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, por conducto del 

Ministro de Defensa y por el comandante de la Policía General o  los 

funcionarios competentes, adjuntando copia de la demanda y de sus anexos, 

en la forma prevista en los artículos 197, 198 y 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 
c) Notifíquese personalmente el auto de admisión, adjuntando copia de la 

demanda y de sus anexos, al Agente del Ministerio Público delegado ante 

este despacho, y al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado.  

 
3. Ejecutoriada esta providencia, por secretaría remítase copia del presente auto en 

cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6 del Decreto 806 de 

2020, para efectos de la notificación personal a la parte demandada, al Agente 

del Ministerio Público y al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado. 

 

4. Vencido el término común de veinticinco (25) días previsto en el inciso 5 del 

artículo 199 del CPACA, córrase traslado a la parte demandada, al Ministerio 

Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00159-00 

Demandante: Wilmer Jaimes Bonett 
Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía 

 
 

 

de treinta (30) días, para los fines establecidos en el artículo 172 de la ley 1437 

de 2011. 

 

5. Dentro del término de traslado, la parte demandada deberá allegar el expediente 

administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados, así 

como la totalidad de las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer 

valer, además copia completa de la Resolución 03675 del 29 de agosto de 

2019, según lo establecido en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del 

CPACA, advirtiendo que la inobservancia de estos deberes constituye falta 

disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto. 

 
 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

 
 

KGO 

 

 
 

 

 

 

 

15/12/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente Num.   110013342-057-2020-00193-00                            
Accionante             JAVIER EDUARDO DÍAZ PINZÓN  
Accionado              NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL   
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Rechaza 
demanda 
 

Mediante providencia de 6 de noviembre de 2020, el Despacho inadmitió la 

demanda y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

indicado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros 

advertidos en la mencionada providencia, en el sentido de allegar el poder 

debidamente conferido al profesional del derecho y la constancia del último 

lugar de prestación de servicios del demandante.  

 

En consecuencia, los términos empezaron a correr desde el día siguiente a la 

notificación del estado, esto es, el miércoles 10 de noviembre de 2020 y 

culminaron el 24 de noviembre de 2020. 

 

No obstante, lo anterior, vencido el término dispuesto en el auto del 6 de 

noviembre de 2020, la parte actora no subsanó la demanda. 

 

En consecuencia, conforme a lo previsto en el numeral 2 del artículo 169 de la 

Ley 1437 de 2011, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

1.- Rechazar la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 

presentada por el señor Javier Eduardo Díaz Pinzón contra el Nación – 

Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, con fundamento en el numeral 2 

del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011. 
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Rad. núm. 110013342-057-2020-00193-00 
Demandante: Javier Eduardo Díaz Pinzón 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

 

 

2.- En firme la presente decisión, devuélvase los anexos al interesado sin 

necesidad de desglose y archívese el expediente, previas las anotaciones en 

el sistema. 

 

3.- Por Secretaría, dese cumplimiento a lo aquí ordenado. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 

 
IFCG 

 

 

15/12/2020 



 

 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente Num.   110013342-057-2020-00209-00                            
Accionante             WILLIAM ESMID ALCARÁZ ORTIZ  
Accionado              NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL   
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Rechaza 
demanda 
 

Mediante providencia de 6 de noviembre de 2020, el Despacho inadmitió la 

demanda y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

indicado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros 

advertidos en la mencionada providencia, en el sentido de allegar el poder 

debidamente conferido al profesional del derecho y la constancia del último 

lugar de prestación de servicios del demandante.  

 

En consecuencia, los términos empezaron a correr desde el día siguiente a la 

notificación del estado, esto es, el miércoles 10 de noviembre de 2020 y 

culminaron el 24 de noviembre de 2020. 

 

No obstante, lo anterior, vencido el término dispuesto en el auto del 6 de 

noviembre de 2020, la parte actora no subsanó la demanda. 

 

En consecuencia, conforme a lo previsto en el numeral 2 del artículo 169 de la 

Ley 1437 de 2011, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

1.- Rechazar la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 

presentada por el señor William Esmid Alcaraz Ortiz contra el Nación – 

Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, con fundamento en el numeral 2 

del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011. 
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Rad. núm. 110013342-057-2020-00209-00 
Demandante: William Esmid Alcaraz Ortiz 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

 

 

 

2.- En firme la presente decisión, devuélvase los anexos al interesado sin 

necesidad de desglose y archívese el expediente, previas las anotaciones en 

el sistema. 

 

3.- Por Secretaría, dese cumplimiento a lo aquí ordenado. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 

 
IFCG 

 

 

15/12/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00335-00                            

Convocante  : JULIAN ALBERTO CEBALLOS HERNANDEZ    

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 193 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre JULIÁN ALBERTO CEBALLOS 

HERNÁNDEZ   y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, 

concerniente a la reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las 

primas de servicios, vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, 

como partidas computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del 

Decreto 4433 de 2004 y la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) 

del artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i) El convocante ingresó a la Policía Nacional el 3 de junio de 1993 y se retiró 

voluntariamente el 4 de abril de 2013, en el cargo de Intendente Jefe. 



Rad. núm. 110013342057-2020-00335-00 
Convocante: JULIÁN ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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ii) Mediante la Resolución núm. 4685 de 11 de julio de 2016, la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional CASUR, reconoció al Intendente Jefe (r) JULIÁN 

ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ, asignación mensual de retiro en cuantía 

equivalente al 81%. 

 

iii) La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no ha realizado el pago de 

las partidas computables y retroactivas al convocante, desconociendo que su 

asignación de retiro fue a partir del 5 de agosto de 2016. Manifestó la parte convocante 

que a partir de julio de 2019, CASUR empezó a realizar los aumentos legales. 

 

iv)  El 7 de septiembre de 2020, el convocante, solicitó ante CASUR la liquidación y 

pago a partir del mes de agosto de 2016, de valores retroactivos resultantes de las 

diferencias dejadas de percibir por concepto del incremento porcentual realizado de 

las partidas computables de duodécima de las primas de navidad de servicios, de 

vacaciones y subsidio de alimentación acorde con los Decretos 4433 de 2004 y 1558 

de 2012. 

 

v) Mediante acto administrativo No. 593684 de 16 de septiembre de 2020, CASUR dio 

respuesta a la petición anterior manifestando que su petición no sería atendida 

favorablemente por vía administrativa.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante con la facultad expresa para conciliar 

(fl. 14 y 15). 

 

- Resolución No. 4685 de 11 de julio de 2016 expedida por el Director de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció al 

convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 5 de agosto de 

2016, en cuantía equivalente al 81% del sueldo básico de actividad para el grado y 

las partidas legalmente computables (fls. 27 y 28). 
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- Reclamación administrativa presentada el 7 de septiembre de 2020 por el 

convocante,  ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, 

tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación de retiro por omisión del 

principio de oscilación en las partidas computables de primas de servicios, navidad 

y vacaciones y el subsidio de alimentación (fls. 17 a 20). 

 
- Oficio con radicado No. 20201200-010183931 Id: 593684 del 16 de septiembre de 

2020, por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, 

invitándola a conciliar los reajustes solicitados (fls. 21 a 26).  

 
- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad exigido previo el 

trámite del proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 3364420 correspondiente al convocante JULIÁN ALBERTO 

CEBALLOS HERNÁNDEZ, expedida por la Dirección de Talento Humano de la 

Policía Nacional el 2 de junio de 2016 (fl. 29). 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el 4 de noviembre de 2020 ante la Procuraduría  193  Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá, y se concretó en los siguientes términos: 

 

“““Previo  al  inicio  de  la  audiencia,  mediante  correo  electrónico  el  apoderado  de  la  entidad 
convocada   CAJA   DE   SUELDOS   DE   RETIRO   DE   LA   POLICIA   (CASUR)   allega 
certificación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial  de  la  entidad de  fecha 22 de octubre 
de  2020    donde    se    indica    lo    siguiente:   “El  comité  de  conciliación  y  defensa judicial  
mediante  Acta  43  del  22  de  octubre  de  2020  consideró:  El  presente  estudio,  se centrará, 
en determinar, si el IJ (r) JULIÁN ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ C.C. NO. 3.364.420,  
tiene  derecho  al  reajuste  y  pago  de  su  Asignación  mensual  de  retiro  por concepto de 
PARTIDAS COMPUTABLES desde el año 2016, a la fecha, como Intendente Jefe  en  uso  de  
buen  retiro  de  la  Policía  Nacional.  En  el  caso  del  señor  IJ  (r)  JULIÁN ALBERTO  CEBALLOS  
HERNÁNDEZ,  identificado  con  la  cédula  de ciudadanía  No. 3.364.420, al Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de  la  Policía  Nacional  le  asiste  
ánimo  conciliatorio  de  conformidad  a  lo  establecido  por este Cuerpo Colegiado en Acta 16 
del 16 de enero de 2020, respecto a la actualización de las  partidas  computables  de  la  
asignación  mensual  de  retiro  denominadas  subsidio  de alimentación  y  doceavas  partes  de  
las  primas  de  navidad,  servicios  y  vacaciones  de acuerdo  a  lo  establecido  en  el  artículo  
42  del  Decreto 4433  de  2004.  La  conciliación  se rige bajo los siguientes parámetros: 1. Se 
reconocerá el 100% del capital. 2. Se conciliará el  75%  de  la  indexación  3.  Las  sumas  
dinerarias  se  cancelarán  dentro  de  los  6  meses siguientes  a  la  radicación  de  la  cuenta  
de  cobro  con  los documentos  pertinentes  en  la Entidad,  tiempo  en  el  cual  no  habrá  lugar  
al  pago  de  intereses.  4.  Se  aplicará  la prescripción  trienal  contemplada  en  el  artículo  43  
del  Decreto  4433  de  2004,  norma prestacional  vigente  al  momento  de  la  adquisición  del  
derecho  a  gozar  de  la  prestación, es decir, la propuesta de conciliación se realizará desde el 
07 de septiembre de 2017, en razón  a  la  petición  fue  radicada  en  la  Entidad  el  07  de  
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septiembre  de  2020.  En  los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de 
la Caja de Sueldos de Retiro  de  la  Policía  Nacional,  determina  que  para  el presente  asunto  
SI  le  asiste  ánimo conciliatorio”. De   igual   manera se   aporta en   6   folios   liquidación de   la   
propuesta   conciliatoria efectuada   por la   entidad,   desde el   7  de   septiembre de   2017   
hasta el   04 de noviembre de  2020,  aplicando la  prescripción  trienal,  donde  se  indican  como  
valores de  la  conciliación  los  siguientes:.”. 
 
 (…)VALOR A PAGAR 1.557.630 (…)”  

 

 
Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó la certificación expedida 

por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de CASUR, y la liquidación con 

la que se concretó la propuesta económica en la suma de $1.557.630.oo. 

 
Oída la intervención de la entidad convocada, el convocante JULIÁN ALBERTO 

CEBALLOS HERNÁNDEZ, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad 

expresa para conciliar, manifestó la aceptación en los siguientes términos: 

 

“-yo ya pude  compartir  la  conciliación  con  el  convocante  y  decidimos  aceptar  la  propuesta 
conciliatoria en su totalidad..” 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 193 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 4 de noviembre de 2020, entre JULIÁN ALBERTO CEBALLOS 

HERNÁNDEZ y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 
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Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante, ni 

hacen tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el 

Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad , los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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Se encuentra demostrado que el convocante JULIÁN ALBERTO CEBALLOS 

HERNÁNDEZ fue debidamente representado por apoderado judicial con poder 

expreso para conciliar, como se desprende del poder que reposa dentro la actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR  compareció a través de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (Claudia Cecilia 

Chauta Rodríguez) y de su apoderado judicial, ambos con expresas facultades para 

conciliar. Adicionalmente se contaba con el concepto positivo del Comité de 

Conciliación de la entidad. 

 
En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el trámite de la conciliación se acreditó que la convocante prestó sus servicios 

como integrante de la Policía Nacional, siendo su empleo el de Intendente Jefe del  

Nivel Ejecutivo– Bogotá- por lo que es dable concluir que la Procuraduría 193 

Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para 

adelantar la conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 el cual fue modificado por el artículo 

70 de la Ley 446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita 

a los aspectos de contenido económico en lo contencioso administrativo.  

 

En el presente caso, el convocante JULIÁN ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ 

reclama el reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro 
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como integrante de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre 

derechos de carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo 

conciliatorio logrado entre las partes es un asunto de contenido económico, 

susceptible de conciliación, transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decretada por el Consejo de Estado el 

personal de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo 

por homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en 

los Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad 

para adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    



Rad. núm. 110013342057-2020-00335-00 
Convocante: JULIÁN ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

10 

 

 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones  

previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían su 

poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 

retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en 
cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones 
de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
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49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo 

legal.  

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 

regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley” (Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018,  con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se probó la 

omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de alimentación desde 

su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación efectuada entre la 

liquidación de la asignación de retiro y los anexos del trámite conciliatorio.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes 

a dichas partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la 

prescripción trienal prevista en el Decreto 4433 de 2004, pues el cálculo fue efectuado 

desde el 7 de septiembre de 2017, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se realizó el 7 de septiembre de 2020. Razón por la cual no se advierten 

efectos nocivos para el patrimonio público. 
 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 4 de noviembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 
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cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 

obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor JULIÁN 

ALBERTO CEBALLOS HERNÁNDEZ, identificado con la C.C.  No. 3.364.420 de 

Alejandría (Antioquia) y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – 

CASUR ante la Procuraduría 193 Judicial I Administrativo de Bogotá, plasmado en 

el acta del 4 de noviembre de 2020, correspondiente a la reclamación de 

reliquidación de la asignación de retiro por la omisión del principio de oscilación para 

las partidas computables de primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio 

de alimentación, por valor neto a pagar de un millón quinientos cincuenta y siete mil 

seiscientos treinta pesos $1.557.630, de acuerdo con lo expuesto en las 

consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  
Jueza 
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Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
 

Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00345-00                            
Ejecutante   : MIGUEL ALEJANDRO BOLÍVAR ACUÑA 
Ejecutado   : FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE 

LA REPÚBLICA - FONPRECON  
  
Nulidad y restablecimiento del derecho – Art. 138 Ley 1437 de 2011- conmutación 
pensional. 

 

 

Viene el presente expediente proveniente del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, que a través de providencia fechada 21 de septiembre del año en 

curso estableció la competencia en cabeza de los Juzgados Administrativos de Bogotá 

por factor cuantía, razón por la cual la Oficina de Apoyo lo asignó a este Juzgado 

mediante acta de reparto del 19 de noviembre último. 

 

En tales condiciones, por mandato del artículo 139-3 del Código General del Proceso 

procederá el Juzgado a asumir su conocimiento y continuar con el procedimiento 

iniciado por el Tribunal Administrativo del Atlántico, advirtiéndose que, no obstante 

haberse surtido ya la notificación de la demanda a la entidad accionada Fondo de 

Previsión Social del Congreso de la República –FONPRECON, que compareció 

oportunamente mediante apoderado judicial, se hace indispensable que, previamente 

a señalar fecha para continuar con la audiencia inicial, se vincule al trámite procesal a 

la Caja de Previsión Social del Distrito de Barranquilla, en calidad de tercero con 

interés en las resultas del proceso,  acorde con lo previsto por el numeral 3º del artículo 

171 de la Ley 1437 de 2011, en razón a que lo pretendido por el actor es que se 

conmute la obligación pensional que esta entidad le reconoció mediante la Resolución 

No. 345  del 30 de mayo de 1995, para que sea FONPRECON quien asuma su pago 

por haber laborado como congresista por un lapso de seis (6) años, durante el periodo 

comprendido entre 1982 y 1988. 
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En consecuencia, el Juzgado,  

 

RESUELVE: 

 

1.- AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovido por el señor Miguel Alejandro Bolívar Acuña 

contra el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República – FONPRECON, 

remitido por competencia en razón de la cuantía por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, acorde con su providencia del 21 de septiembre de 2020, adjudicado 

en reparto por la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos el 19 de 

noviembre último. 

 

2.- ORDENAR la vinculación de la Caja de Previsión Social del Distrito de Barranquilla 

al presente trámite procesal, en calidad de tercero con interés, conforme con lo 

previsto por el numeral 3º del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, acorde con lo 

anotado en la parte motiva de esta providencia. 

 

Para tal efecto, se ordena notificar personalmente el  contenido  de  esta  providencia  

a la Caja de Previsión Social del Distrito de Barranquilla, por conducto de su Director 

o   del  funcionario  competente,  adjuntando copia de la presente providencia, en la 

forma prevista en los artículos 197, 198 y 199 de la ley 1437 de 2011, en concordancia 

con el artículo 6 del Decreto 806 de 2020. 

 

3.- REQUERIR a la Secretaría del Tribunal Administrativo del Atlántico, para que se 

sirva remitir a este Juzgado la copia de la grabación que contiene la sesión de 

audiencia inicial celebrada el día 31 de julio de 2019, presidida por el Magistrado Luis 

Carlos Martelo Maldonado en el trámite del proceso radicado al No. 08-001-23-33-

000-2018-00751-00, ya que no fue anexada al expediente.  

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 

      
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
PESR 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00355-00                            

Convocante  : ARMANDO BLANCO MEDINA    

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 5 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre ARMANDO BLANCO MEDINA  y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la 

reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas 

computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 

2004 y la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i) El convocante ingresó a la Policía Nacional el año 1982, siendo homologado al Nivel 

Ejecuto en el año 1994, y retirado por solicitud propia el 2009. 
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ii) Mediante la Resolución núm. 002612 de 16 de junio de 2009, la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional CASUR, reconoció al Intendente Jefe (r) ARMANDO 

MEDINA BLANCO, asignación mensual de retiro en cuantía equivalente al 85%. 

 

iii) Al comparar la liquidación de la asignación de retiro inicial con los desprendibles 

de pago, se evidencia en las partidas de prima de navidad, servicios, vacacional y 

subsidio de alimentación nunca le han sido aumentadas conforme las disposiciones 

legales. 

 

iv)  El 13 de febrero de 2020, el convocante, solicitó ante CASUR la liquidación y pago 

de valores retroactivos resultantes de las diferencias dejadas de percibir por concepto 

del incremento porcentual realizado de las partidas computables de duodécima de las 

primas de navidad de servicios, de vacaciones y subsidio de alimentación acorde con 

los Decretos 4433 de 2004 y 1558 de 2012. 

 

v) Mediante acto administrativo No 558155 de 15 de abril de 2020, CASUR dio 

respuesta a la petición anterior manifestando que su petición no sería atendida 

favorablemente por vía administrativa.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante con la facultad expresa para conciliar 

(fl. 10 y 11). 

 

- Resolución No. 002612 de 16 de junio de 2009 expedida por el Director de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció al 

convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 16 de julio de 

2009, en cuantía equivalente al 85% del sueldo básico de actividad para el grado y 

las partidas legalmente computables (fls. 15 y 16). 

 
- Liquidación de la asignación de retiro del convocante (fl. 17). 

 
- Reporte de histórico de bases y partidas reconocidas a favor del convocante (fs. 18 

a 20). 
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- Reclamación administrativa presentada el 13 de febrero de 2020 por el convocante, 

a través de apoderado, ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – 

CASUR, tendiente a obtener la reliquidación de su asignación de retiro por omisión 

del principio de oscilación en las partidas computables de primas de servicios, 

navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación (fls. 21 y 22). 

 
- Oficio con radicado No. 20201200-010096701 Id: 558155 del 15 de abril de 2020, 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, invitándolo 

a conciliar los reajustes solicitados (fls. 23 a 27).  

 
- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad exigido previo el 

trámite del proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 0768385 correspondiente al convocante ARMANDO 

BLANCO MEDINA, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional el 20 de abril de 2009 (fl. 14). 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el 5 de noviembre de 2020 ante la Procuraduría 5 Judicial II en Asuntos 

Administrativos de Bogotá, y se concretó en los siguientes términos: 

 

“La posición de la entidades la siguiente: En el caso del IJ (R) ARMANDO BLANCO MEDINA, al 
Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 
le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 
41 del 28 de noviembre de  2019,  en  cuanto  al  reajuste  de  las  partidas computables  de  la  
asignación  mensual  de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las 
primas de navidad, servicios  y  vacaciones,  bajo  los  siguientes  parámetros:  1.  Se  reconocerá  
el  100%  del capital.  2.  Se conciliará el 75%  de  la  indexación  3.  Se  cancelará  dentro  de  los  
6  meses siguientes  a  la  radicación  de  la  cuenta  de  cobro  con  los  documentos  pertinentes  
en  la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 4. Se aplicará la prescripción 
contemplada en la norma prestacional correspondiente. En los anteriores términos al comité de 
conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina 
que para el presente asunto SI le asiste ánimo conciliatorio. Los valores que se pretenden 
conciliaron los siguientes: Valor de Capital Indexado 6.838.151Valor Capital 100% 6.466.279 
Valor Indexación 371.872Valor indexación por el (75%) 278.904Valor Capital más (75%) de la 
Indexación 6.745.183 Menos descuento CASUR -229.042 Menos descuento Sanidad -233.370 
VALOR A PAGAR 6.282.771 Bajo  los  anteriores  parámetros  y  valores,  le  asiste  animo  
conciliatorio  a  la  entidad convocada.”. 
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Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó la certificación expedida 

por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de CASUR, y la liquidación con 

la que se concretó la propuesta económica en la suma de $6.282.771.oo. 

 
Oída la intervención de la entidad convocada, el convocante ARMANDO BLANCO 

MEDINA, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los siguientes términos: 

 

“-Muchas gracias, frente a la propuesta de la entidad, manifestamos que la ACEPTAMOS DE 
MANERA INTEGRAL SIN   QUE  HAYA  LUGAR  A  NUEVAS  RECLAMACIONES, quedando 
un pago neto de $6.282.771.” 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 5 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Este Despacho es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 5 de noviembre de 2020, entre ARMANDO BLANCO MEDINA y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 
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contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante, ni 

hacen tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el 

Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad , los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante ARMANDO BLANCO MEDINA fue 

debidamente representado por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que reposa dentro la actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR  compareció a través de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (Claudia Cecilia 

Chauta Rodríguez) y de su apoderado judicial, ambos con expresas facultades para 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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conciliar. Adicionalmente se contaba con el concepto positivo del Comité de 

Conciliación de la entidad. 

 
En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el trámite de la conciliación se acreditó que la convocante prestó sus servicios 

como integrante de la Policía Nacional, siendo su empleo el de Intendente Jefe del 

Nivel Ejecutivo perteneciente al grupo Planta Mayor Chapinero MEBOG– Bogotá- 

por lo que es dable concluir que la Procuraduría 5 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la conciliación en 

referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 el cual fue modificado por el artículo 

70 de la Ley 446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita 

a los aspectos de contenido económico en lo contencioso administrativo.  

 

En el presente caso, el convocante ARMANDO BLANCO MEDINA reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 
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Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decretada por el Consejo de Estado el 

personal de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
 



Rad. núm. 110013342057-2020-00355-00 
Convocante: ARMANDO BLANCO MEDINA 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

9 

 

por homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en 

los Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad 

para adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  
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Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones  

previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían su 

poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 

retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en 
cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones 
de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo 

legal.  

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 

regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley” (Destaca el Despacho). 
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Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018,  con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 

En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se probó la 

omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de alimentación desde 

su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación efectuada entre la 

liquidación de la asignación de retiro y los anexos del trámite conciliatorio.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes 

a dichas partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la 

prescripción trienal prevista en el Decreto 4433 de 2004, pues el cálculo fue efectuado 

desde el 13 de febrero de 2017, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se realizó el 13 de febrero de 2020. Razón por la cual no se advierten 

efectos nocivos para el patrimonio público. 
 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 5 de noviembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 

cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 
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obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor 

ARMANDO BLANCO MEDINA, identificado con la C.C.  No. 6.768.365 de Tunja  

(Boyacá) y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR ante la 

Procuraduría 5 Judicial II Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 5 de 

noviembre de 2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la 

asignación de retiro por la omisión del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de 

alimentación, por valor neto a pagar de seis millones doscientos ochenta y dos mil 

setecientos setenta y un pesos $6.282.771, de acuerdo con lo expuesto en las 

consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  
Jueza 
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Daf 
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República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., catorce (14) de diciembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00364-00                            

Convocante  : GUSTAVO ADOLFO VARELA MEDINA 

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre Gustavo Adolfo Varela Medina y la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la 

reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas 

computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 

2004 y el numeral 2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los 

literales a), b) y c) del artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  Al ciudadano Gustavo Adolfo Varela Medina le fue reconocida por la Caja de 

Sueldos de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante 
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la Resolución No. 13183 del 28 de septiembre de 2012, equivalente al 77% de la 

asignación básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 

22 de septiembre de 2012. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) Al margen de lo previsto en el régimen de asignaciones de retiro para el personal 

de la Fuerza Pública, la entidad convocada ha omitido aplicar los incrementos y 

ajustes anuales a la totalidad de las partidas computables mencionadas en 

precedencia a partir del año siguiente de su vigencia, esto es, desde 2013, 

vulnerando el derecho fundamental de actualización monetaria, denominado 

principio de oscilación. 

 

iv)  El día 3 de marzo de 2020 el convocante presentó solicitud ante CASUR  para 

obtener la reliquidación  de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la 

aplicación del principio de oscilación desde el año 2013 para las partidas 

computables del subsidio de alimentación  y de las doceavas partes de las primas 

de navidad, servicios y vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa 

mediante acto administrativo  No. 556034 del 31 de marzo de 2020, quedando así 

agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia de recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó al convocante a presentar la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante Gustavo Adolfo Varela Medina, 

identificado con la C.C. No. 93.128.919 de Espinal, Tolima, al abogado Carlos 
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Andrés Varela Medina, con la facultad expresa para conciliar, quien intervino en su 

nombre en la audiencia virtual. 

 

- Resolución No. 13183 del 28 de septiembre de 2012 expedida por el Director de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció 

al convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 22 de 

septiembre de 2012, con la respectiva hoja de liquidación de la prestación social. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 3 de marzo de 2020 por Gustavo Adolfo 

Varela Medina, a través de apoderado judicial, ante la Caja de Sueldos de Retiro 

de la Policía Nacional – CASUR, tendiente a obtener la reliquidación de su 

asignación de retiro por omisión del principio de oscilación en las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de 

alimentación desde el año 2013. 

 

- Oficio con radicado No. 556034 del 31 de marzo de 2020, por el cual CASUR se 

pronunció sobre la reclamación del convocante, negó las pretensiones y manifestó 

que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 27 de noviembre de 2020 ante el Procurador 50 Judicial II en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 

  

“El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 45 del 12 de 
noviembre de 2020 consideró: 
  
El presente estudio, se centrará, en determinar, si el IT (r) GUSTAVO ADOLFO 
VARELA C.C. NO. 93.128.919, tiene derecho al reajuste y pago de su 
Asignación mensual de retiro por concepto de PARTIDAS COMPUTABLES, 
como Intendente en uso de buen retiro de la Policía Nacional.  
 
En el caso del señor IT (r) GUSTAVO ADOLFO VARELA, identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 93.128.919, al Comité de Conciliación y Defensa 
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Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le asiste ánimo 
conciliatorio de conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado en 
Acta 16 del 16 de enero de 2020, respecto a la actualización de las partidas 
computables de la asignación mensual de retiro denominadas subsidio de 
alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 
vacaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 42 del Decreto 4433 de 
2004.  
 
La conciliación se rige bajo los siguientes parámetros:  

 
1. Se reconocerá el 100% del capital.  
2. Se conciliará el 75% de la indexación  
3. Las sumas dinerarias se cancelarán dentro de los 6 meses siguientes a 
la radicación de la cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la 
Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de intereses.  
4. Se aplicará la prescripción trienal contemplada en el artículo 43 del 
Decreto 4433 de 2004, norma prestacional vigente al momento de la 
adquisición del derecho a gozar de la prestación, es decir, la propuesta de 
conciliación se realizará desde el 03 de marzo de 2017, en razón a la 
petición fue radicada en la Entidad el 03 de marzo de 2020.  

 
En los anteriores términos el Comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto SI le asiste ánimo conciliatorio”. 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador certificación de la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de 

CASUR expedida el 24 de noviembre de 2020, anexando a la misma los términos 

económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de CUATRO 

MILLONES OCHENTA Y CINCO MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS 

($4.085.462.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de ley, y reliquidando la 

asignación de retiro, que para la vigencia del año 2020 ascenderá a la suma de DOS 

MILLONES SEISCIENTOS DIECINUEVE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y NUEVE 

PESOS ($2.619.979.oo) M/cte. 

 

Oída la intervención de la entidad, el convocante GUSTAVO ADOLFO VARELA 

MEDINA, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los términos consignados. 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 50 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 
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1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 27 de noviembre de 2020, entre Gustavo Adolfo Varela Medina y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante Gustavo Adolfo Varela Medina fue 

debidamente representado por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderado judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida el 24 de noviembre de 2020 por la 

respectiva Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   



Rad. núm. 110013342057-2020-00364-00 
Convocante: Gustavo Adolfo Varela Medina 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

7 

 

 

En el proceso se acreditó que el convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente del nivel ejecutivo, 

debiendo presumirse que su última ubicación laboral tuvo sede en la ciudad de 

Bogotá, ya que la entidad convocada no formuló ningún reparo sobre la unidad o 

sección donde el  convocante se hallaba laborando al momento de su retiro del 

servicio; bajo tal entendimiento, es dable concluir que la Procuraduría 50 Judicial II 

para Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, el convocante Gustavo Adolfo Varela Medina reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que el convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 3 de marzo de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 31 de marzo de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 8 de septiembre del año en curso, esto es, dentro del término legal. 
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3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 
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“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de Intendente Jefe y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  
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efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 

En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se halló 

acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, pues se muestra evidente con lo afirmado por 

el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad accionada al realizar el 

análisis del caso con la  respectiva historia prestacional.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 
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partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 3 de marzo de 2020 y el cómputo a partir del 3 de marzo 

de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 27 de noviembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 

cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 

obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

 

 

RESUELVE: 
 

 

 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor Gustavo 

Adolfo Varela Medina, identificado con la C.C.  No. 93.128.919 de Espinal, Tolima, 

y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 

50 Judicial II Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 27 de noviembre de 

2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro 

por la omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas 

de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 

 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
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TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  

 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

PESR 

 

15/12/2020 


